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La revelación por parte de un medio online antofagastino del traspaso desde el ministerio de

Vivienda a la fundación Democracia Viva, representada por Daniel Andrade, pareja de la
diputada y presidenta del partido oficialista Revolución Democrática (RD), Catalina Pérez, por
intermedio de Carlos Contreras, Seremi de Vivienda y ex jefe de gabinete de la parlamentaria,
por $426 millones, abrieron una crisis de gran envergadura al interior del gobierno al

cuestionar uno de los pilares que llevaron al Frente Amplio a La Moneda: su decisión de
romper con las formas habituales de hacer política y crear un estándar ético en la función
pública más elevado que las anteriores generaciones.

La aparición de una sucesión de casos de fundaciones que recibieron en tratos directos

millonarios fondos (13 mil millones de pesos) desde seremías de Vivienda y gobernaciones

regionales, llevó a la Contraloría a congelar la toma de razón de muchas fundaciones

cuestionadas, y luego de un mes de revisión, el contralor Jorge Bermúdez declaró que 29 de
las 34 fundaciones indagadas no cumplían con los estándares legales para funcionar. La
vinculación de muchas de estas organizaciones con miembros de Revolución Democrática
puso al ministro de Desarrollo Social y principal líder de este partido, Giorgio Jackson, en el
centro de las críticas. La configuración de “un modelo de defraudación al Fisco” más un
confuso robo de computadores y caja fuerte en las dependencias del ministerio de Desarrollo
aumentó la presión hacia La Moneda para la salida del secretario de Estado, que ha sido
apoyado por el presidente al igual que el ministro de Vivienda Carlos Montes. El calificativo de

“corrupción” lo mencionaron no sólo en la oposición sino también en sectores oficialistas,

especialmente sectores del PS. Luego de la investigación de Contraloría y la Fiscalía, el

ministro de justicia afirmó que en el caso de Democracia Viva había corrupción, y luego el

propio presidente Boric lo ratificó, señalando que el gobierno tomará las medidas necesarias

“caiga quien caiga”. A casi dos meses de conocido el tema, el gobierno ha debido aceptar la

renuncia de varios funcionarios vinculados al caso.

El escándalo de los “convenios”, como se le ha denominado, tuvo consecuencias en el
Ministerio de Hacienda y en la negociación de las reformas tributaria y de pensiones que el
gobierno quiere sacar adelante, luego que la UDI y sectores republicanos condicionaran su
apoyo a una investigación acuciosa sobre el uso de recursos públicos cuestionados con el caso
fundaciones. Pese a la convicción de La Moneda de que no tienen los votos para insistir en la

reforma tributaria rechazada hace algunos meses, el presidente de la República anunció un

Pacto Fiscal, que en un parte-que no definió aún su mecanismo de tramitación- plantea
medidas anti elusión, fomento a la inversión, fiscalización del gasto público, que permitirían
una recaudación de $ 8 mil millones, que serían destinados a financiar la PGU, salud y
educación. Un proyecto de reforma tributaria sólo ingresaría al Congreso en marzo próximo.

Pese a que muchas voces pedían que el presidente Boric suspendiera su gira a Europa por el
escándalo de los convenios, La Moneda insistió en llevarla adelante, por la ambiciosa agenda
de compromisos involucrada. En la Cumbre CELAC-UE el jefe de Estado chileno tuvo un rol

protagónico al condenar la invasión rusa a Ucrania, lo que le valió el calificativo de “joven” y

“ansioso” de su par Lula de Silva, pero sacó aplausos en la oposición, lo que no sucedió con

el homenaje y condecoración que en Madrid el mandatario hizo al juez Baltazar Garzón,

activo opositor al general Pinochet y autor de su proceso. El tema avivó la discusión y las
distintas visiones que existen en torno a la conmemoración de los 50 años del Golpe, y que en
julio llevaron a la renuncia de Patricio Fernández, encargado presidencial de este hito, luego
de la presión del PC y de grupos de derechos humanos.

La encuesta CEP- el barómetro más valorado por la opinión pública en relación con el clima

político del país- mostró un fuerte desapego de la ciudadanía con los partidos políticos (60%

no se identifica con ninguna fuerza) y un clamor por mayor orden y seguridad, lo que ha sido

capitalizado por el partido Republicano, que emerge como el partido que cuenta con mayor

adhesión (10%) frente a un 4% del Partido Socialista. Entre las figuras políticas mejor

evaluadas aparecen en primer lugar Evelyn Matthei (55%), Rodolfo Carter (48%), Germán

Codina (41%), José Antonio Kast (38%). En el oficialismo, Carolina Tohá aparece como la

figura más nombrada. Los chilenos creen que el principal problema que afecta hoy al país es

la delincuencia, seguido de la salud y pensiones.

En materia constitucional, el Consejo Constituyente acordó formar una mesa de

coordinación conformada por representantes de la izquierda y derecha para poder abordar

los nudos críticos que están entrabando las discusiones y luego de la presentación por parte

de los republicanos de sus enmiendas, que para algunos sectores representan un retroceso

respecto a las bases establecidas por los expertos. En la mesa se establecerá el mecanismo y

los tiempos para las discusiones y votaciones de las distintas comisiones.


